Estimados usuarios: La Presidencia de la Sala Constitucional se ha planteado como una de sus metas continuar con la difusión de la información jurídica que genera este Tribunal, a través del Centro de Jurisprudencia, de forma más integral y sistematizada. A partir de enero de 2014, la información se enviará los días quince de cada mes, en un boletín mensual con el siguiente contenido: las acciones de inconstitucionalidad a las que se ha dado curso durante el mes, los fallos relevantes y actuales, las partes dispositivas de todos los asuntos de constitucionalidad del mes, las estadísticas mensuales por tema y la actualización de la Constitución Política anotada. 

En la sección de acciones cursadas encontrarán datos sobre el número de expediente, ingreso a la Sala, cuándo se le dio curso y un breve resumen de los solicitado por los accionantes.  En la sección de fallos recientes, encontrán la clasificación de las sentencias relevantes por tema, un resumen y el por tanto completo que indicará si hubo o no votos salvados. 

Las sentencias relevantes podrán accesarlas completas con un link a la página oficial del Poder Judicial.

Por otra parte, la publicación de las partes dispositivas de las acciones de inconstitucionalidad y de las consultas se mantendrá con el formato igual que el anterior. Como una novedad de este boletín mensual, el Centro de Jurisprudencia ha incluido la sección de Estadísticas mensuales por tema, la cual incluirá los datos porcentuales de los asuntos votados durante ese mes por tipo de asunto, resolución y tema.

El Proyecto Constitución es una recopilación de sentencias, que nació con la idea de precisar cada uno de los artículos constitucionales con jurisprudencia específica, es por ello que este boletín también publicará todo lo que en ese mes tenga relevancia y actualizará los datos en la página de la Sala Constitucional.

Esperamos que estas herramientas les permitan continuar siguiendo de cerca el trabajo de la Sala, lo cual agradecemos y estamos convencidos de que contribuye a alimentar la vida jurídica y democrática del país bajo el alero común de nuestra Constitución Política. 
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	· Acciones de inconstitucionalidad cursadas durante el mes por la Sala Constitucional




	Expediente: 13-015303-0007-CO
Fecha de ingreso: 20/12/2013
Fecha de resolución de curso: 9:36 del 23-01-2014 


Norma y Tema: FONDO DE PENSIONES DEL PODER JUDICIAL


Artículo 2 inciso g) de la Ley de Protección al Trabajador


La norma permite el control sobre el fondo de jubilaciones del Poder Judicial, el cual, por ley, se encuentra exento de ese control. La norma se impugna en cuanto fue aprobada sin consulta a la Corte Suprema de Justicia y, en el evento de que se considerase consultada lo fue de un proyecto que no incluía esa norma, el cual, la Corte contestó negativamente a la Asamblea Legislativa por causa de la afectación económica del Fondo de Jubilaciones y Pensiones de los servidores y servidoras judiciales, por afectar el principio de división de poderes y el presupuesto constitucionalmente dado al Poder Judicial;  a lo anterior, se añade que la Asamblea no hizo votación especial para apartarse del criterio de la Corte Suprema; además, se reclama que por vía legal se estableció la supervisión por órganos del Poder Ejecutivo, de creación legal, sobre el Poder Judicial, de rango constitucional, y se distraen fondos de ese Poder y del Fondo de Pensiones para contribuir a los gastos de la SUPEN. Esta acción se admite por reunir los requisitos a que se refiere la Ley de la Jurisdicción Constitucional en sus artículos 73 a 79.
	CURSADA
	PENDIENTE PUBLICACIÓN

	Expediente: 13-13032-0007-CO
Fecha de ingreso: 13/11/2013
Fecha de resolución de curso: 14:20 del 29-01-2014 


Norma y Tema: UNIÓN DE HECHO ENTRE PERSONAS DEL MISMO SEXO
-Artículo 242 del Código de Familia
-Artículo 4 inciso m) Reforma a la Ley de la Persona Joven


Se acusa que las normas cuestionadas son contrarias al principio de convencionalidad, al principio de igualdad, entre otros. Estima que los artículos impugnados violentan el derecho a la igualdad y a la no discriminación por orientación sexual, de conformidad con la normativa nacional e internacional específicamente los artículos 1 y 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, por lo que su unión de hecho, siendo entre personas del mismo sexo, merece el reconocimiento legal en las mismas condiciones en las que se reconoce la unión de hecho entre personas de distinto sexo. Alega que la denegatoria de reconocimiento de su unión, implica una diferencia de trato arbitraria y carente de justificación objetiva y razonable, pues se basa única y exclusivamente en su orientación sexual. Indica que la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que la noción de igualdad se desprende directamente de la unidad de naturaleza del género humano y es inseparable de la dignidad esencial de la persona, frente a la cual es incompatible toda situación que por considerar superior a un determinado grupo, conduzca a tratarlo con privilegio, o que por considerarlo inferior, se le trate con hostilidad o de cualquier forma lo discrimine del goce de derechos, que sí se reconocen a quienes no se consideran incursos en tal situación.
	CURSADA
	PENDIENTE PUBLICACIÓN

	Expediente: 14-0248-0007-CO
Fecha de ingreso: 09/01/2014
Fecha de resolución de curso: 09:30 del 30-01-2014 

Norma y Tema: COMUNICACIÓN ELECTRÓNICA CON LA ADMINISTRACIÓN EN MATERIA DE TRÁNSITO
-Artículos 2 inciso 45), 81, 82 y 149 de la Ley de Tránsito. No. 9078. Publicada el 26 de octubre del 2012
Las normas se cuestionan en la medida que estima que tales disposiciones obligan al administrado a comunicarse digitalmente con la administración en lo que corresponda a la aplicación de dicha ley, desconociendo con ello la brecha digital existente, el principio de solidaridad digital y los principios que inspiran la existencia de un gobierno digital; asimismo, el principio del debido proceso en lo que respecta a las notificaciones y comunicaciones pertinentes.

	CURSADA
	PENDIENTE PUBLICACIÓN

	Expediente: 14-0995-0007-CO
Fecha de ingreso: 27/01/2014
Fecha de resolución de curso: 16:57 del 27-01-2014 


Norma y Tema: REQUISITOS PARA NOMBRAMIENTO DE PROCURADOR


- Artículo 14.b de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República


La norma se impugna en cuanto establece que para ser Procurador es necesario ser costarricense por nacimiento, haciéndose una distinción entre los costarricenses por nacimiento y los costarricenses por naturalización, sin justificación alguna. Aduce la accionante, que la norma impugnada afecta a todos los abogados que pretenden un puesto de procurador y que se encuentran en esa condición (costarricenses por naturalización) principalmente aquellos abogados que laboran dentro de la Procuraduría, a quienes se les estaría incluso cercenando su carrera administrativa, limitándose su derecho a crecer profesionalmente al impedírseles acceder a un puesto de procurador por la sola condición de no ser costarricense por nacimiento.
	CURSADA
	PENDIENTE PUBLICACIÓN


[La totalidad de las acciones de inconstitucionalidad con las resoluciones de curso, que se encuentran pendientes de resolver en la Sala Constitucional, puede encontrarlas en nuestra página de Internet, en la dirección: http://sitios.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional/Centro%20de%20Jurisprudencia/CURSOS/ACCIONES%20CURSADAS.htm]
	· Fallos recientes



ASAMBLEA LEGISLATIVA. OMISIÓN LEGISLATIVA

[Para ver las sentencias completas necesita conexión a Internet y hacer clic aquí: 10878-13 y 11172-13]
Exp: 10-004478-0007-CO 

Sentencia Nº 2013-010878 

Exp: 12-003795-0007-CO 

Sentencia Nº 2013-011172 

Acciones de inconstitucionalidad contra la Omisión de la Asamblea Legislativa de Promulgar la Ley de Transferencia de Competencias del Ejecutivo a los Gobiernos Locales y las Leyes Especiales de Distribución de Recursos. Los accionantes cuestionan la omisión de la Asamblea Legislativa de promulgar la ley que determinará las competencias que se trasladarán del Poder Ejecutivo a las Corporaciones Municipales, así como las leyes que asignan la distribución de los recursos, conforme lo dispone la Ley No. 8106 de 3 de junio de 2001, por estimar que  el silencio del legislador invalida la voluntad del constituyente que inspiró la reforma parcial de la norma constitucional. En esta sentencia se analizan los siguientes temas:  La legitimación se deriva del párrafo segundo del  artículo 75 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, en virtud que, no existe una lesión individual y directa. Motivos por los cuales no hay una inconstitucionalidad por omisión en este caso concreto. Se declara sin lugar la acción. Los magistrados Jinesta, Cruz y Hernández salvan el voto y declaran con lugar las acciones, con sus consecuencias. El magistrado Rueda da razones diferentes para desestimar la acción.

ASAMBLEA LEGISLATIVA. INTEGRACIÓN DE COMISIONES

[Para ver la sentencia completa necesita conexión a Internet y hacer clic aquí: 10281-13]
Exp: 12-008740-0007-CO 
Res. Nº 2013010281 

Acción de inconstitucionalidad contra  la  resolución  número 04-12-13  de  la  presidencia  de  la  Asamblea Legislativa, leída el 17 de mayo de 2012, en la sesión ordinaria del Plenario Legislativo número 11. Los accionantes solicitan que se declare la inconstitucionalidad de la resolución número 04-12-13 de la presidencia de la Asamblea Legislativa, leída el 17 de mayo de 2012, en la sesión ordinaria del Plenario Legislativo número 11. Alegan que conforme al porcentaje de escaños que  obtuvo el Partido Movimiento Libertario en la Asamblea Legislativa después del las elecciones de febrero del 2010, este tiene derecho  a dos plazas en la Comisión Permanente de Asuntos Hacendarios (“la Comisión”) que les fueron negados en la resolución de la presidencia de la Asamblea Legislativa número 4-12-13. En esta sentencia se analizan los siguientes temas: Sobre la admisibilidad, al accionante se le dio plazo en un recurso de amparo para presentar la acción. Se analizan los principios de razonabilidad y proporcionalidad, el principio democrático y el principio de igualdad, todo relacionado con el tema de integración de comisiones legislativas.  Se declara sin lugar la acción. 
CIVIL. REQUISITOS DEL ALBACEA
[Para ver la sentencia completa necesita conexión a Internet y hacer clic aquí: 12804-13]
Exp: 13-004933-0007-CO 
Res. Nº 2013012804 

Acción de contra el inciso 2) del artículo 545 del Código Civil. Interviene también en el proceso la Procuraduría General de la República. El texto de la norma impugnada indica lo siguiente: “No podrán ser albaceas: Quien tenga domicilio fuera de la República”. El accionante estima que la norma viola los principios de razonabilidad y proporcionalidad de rango constitucional. 
 En esta sentencia se analizan los siguientes temas:  La legitimación proviene de una asunto pendiente de resolver en vía judicial. Violación a los principios de proporcionalidad y razonabilidad. Finalmente, indica la Sala que el proceso sucesorio y las reglas de sucesión legítima, la voluntad del propietario expresa en un testamento, la figura del albacea, tienden todas a garantizar la transmisión del patrimonio del causante a sus herederos y legatarios sin provocar alteración social, tendientes a disminuir la conflictividad o al menos  encausarla en el marco de la legalidad y la justicia. En ese sentido, estima  la  Sala  que  la  norma  impugnada  no  transgrede  los  principios constitucionales de razonabilidad y proporcionalidad, sino que por el contrario, deviene en legítima, necesaria, idónea y proporcional para la protección de bienes jurídicos constitucionales de mayor peso. Se declara sin lugar la acción. 

COMERCIO. REQUISITOS A CASINOS DE JUEGOS
[Para ver la sentencia completa necesita conexión a Internet y hacer clic aquí: 1166-14]
Exp: 12-000462-0007-CO 
Sentencia N° 2014-001166

Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 4 del Reglamento para el Otorgamiento de Permiso Sanitario de Funcionamiento a los Casinos de Juego. Decreto Ejecutivo 34580, artículo 10 y 12 del Reglamento de Casinos. Decreto Ejecutivo 34581, artículo 1 de la Reforma al Reglamento de Casinos de Juego. Decreto 35219-MP-J-S-MSP. Los decretos cuestionados ponen una serie de regulaciones sobre los casinos, en cuanto a horario y el costo del permiso sanitario ($5000), entre otras. En esta sentencia se analizan los siguientes temas: La acción resulta admisible por cumplir los requisitos establecidos en la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Limitaciones al horario de funcionamiento de los casinos.  La violación al principio de reserva de ley. Autorización restringida, como actividad conexa o accesoria a hoteles de cierta categoría. Sobre el pago de $5.000 dólares para la obtención del permiso sanitario de funcionamiento. Se declara sin lugar la acción.  

INTIMIDAD. PROTECCIÓN DE DATOS
[Para ver las sentencias completas necesita conexión a Internet y hacer clic aquí: 013878-13]
Exp: 13-011195-0007-CO

Sentencia Nº 2013 - 013878

Recurso de Amparo contra el Instituto De Desarrollo Rural (INDER). La accionante alega que no ha recibido respuesta a la solicitud que presentó ante el instituto recurrido. Además, reclama que el recurrido debería publicar en su sitio de Internet las actas de su Junta Directiva para hacerla más accesible. En esta sentencia se analizan los siguientes temas: La colisión de derechos fundamentales, pues por un lado se encuentra el derecho que tienen las personas a acceder a la información que se encuentra en posesión de la Administración y, por el otro, el derecho a la intimidad que tienen los ciudadanos, cuya información está en manos de la Administración. Sobre el manejo de los datos personales como parte del derecho a la intimidad. De conformidad con el artículo 24 de la Constitución Política, todo sujeto ostenta el derecho de que se respecte su vida privada, lo que implica la existe de un esfera de actividades personales que circunscribe a cada individuo, que le permite desarrollarse con plenitud.
Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo del Instituto de Desarrollo Rural, emitir las órdenes y ejecutar las acciones necesarias para que en el plazo de DIECIOCHO MESES contados a partir de la notificación de esta resolución se publique en la página de Internet del Instituto de Desarrollo Rural las actas de su Junta Directiva. En virtud de la entrada en vigencia de la Ley Nº 8968 de Protección de la Persona Frente al Tratamiento de sus Datos Personales, de previo a dicha publicación deberá el recurrido eliminar de oficio la información personal contenida en las actas de la Junta Directiva de fechas posteriores a la entrada en vigencia de dicha Ley. Ello no obsta para que el recurrido elimine la información personal que se encuentre en las actas de fechas anteriores a la entrada en vigencia de la Ley, cuando la parte interesada así lo solicite. Se subraya que las citadas actas se refieren específicamente al Instituto de Desarrollo Rural. El Magistrado Armijo Sancho salva parcialmente el voto solo en cuanto a la tardanza en resolver la gestión de la recurrente, respecto de lo cual declara con lugar el amparo con base en lo dispuesto en el artículo 52 párrafo 1° de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. 
MUNICIPALIDAD. PERMISOS PARA TAJO Y OMISIÓN DE CONSULTA POPULAR
[Para ver las sentencias completas necesita conexión a Internet y hacer clic aquí: 001233-14]
Exp: 13-002046-0007-CO 
Sentencia Nº 2014 - 001233
Los recurrentes, vecinos de San Rafael de Heredia, impugnan el proyecto denominado "TAJO JUCARZA S.A." consistente en el desarrollo de la cantera, por cuanto: 1) no se realizó una consulta popular; 2) las autoridades administrativas recurridas han omitido clausurar la operación del tajo a pesar de haberse constatado la existencia de falta de requisitos técnicos y formales para ello; y 3) opera sin controlar el uso de la dinamita, almacenamiento de combustible y transporte. En esta sentencia se analizan los siguientes temas: La no realización de la consulta popular. Omisión de las autoridades administrativas recurridas de clausurar la operación del tajo a pesar de haberse constatado la existencia de falta de requisitos técnicos y formales para ello. La falta de control en el uso de la dinamita, almacenamiento y uso de combustible ha puesto el peligro la vida de los vecinos, el ambiente, y el acuífero de la zona. 

Se declara PARCIALMENTE CON lugar el recurso, únicamente en cuanto a la protección de los acuíferos de la zona y en virtud del principio precautorio. En consecuencia se ordena al Viceministro de Salud, a la Directora del Área Rectora de Salud de San Rafael-Barva, al Alcalde de la Municipalidad de San Rafael de Heredia, a la Directora General de la Dirección de Geología y Minas, al Director General de Armamento, al Subgerente General del Servicio Nacional de Aguas Subterráneas, Riego y Avenamiento, al Secretario General de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental, y a la Presidente con facultades de apoderada generalísima sin límite de suma de Corporación Jucarza S.A, que cada uno dentro del ámbito de sus competencias, y bajo la coordinación del representante del SENARA, tomen todas las acciones que correspondan para que todas las actividades que se desarrollen en el Tajo Jucarza se hagan siguiendo las recomendaciones de SENARA contenidas en el informe DIGH-UI-OF-112-2013, en estricto apego a la protección de los acuíferos de la zona, referidas a: realizar estudios hidrogeológicos de contaminación por medio de hidrocarburos y obtener un permiso de la Dirección de Almacenamiento y Comercialización de Hidrocarburos; realizar un estudio hidrológico exhaustivo, que defina los drenajes (quebradas, ríos) que aparecen en la finca en estudio, definir dónde inicial, las zonas de protección y la influencia o afluencia de los mismos; revaluar las reservas de material rocoso por medio de la Dirección de Geología y Minas, como también el nivel de profundidad de explotación con el objetivo de evaluar el impacto del tajo sobre los recursos subterráneos; con respecto a la laguna de sedimentación se debe de contar con un diseño. Para ello, se ordena además al Subgerente General del Servicio Nacional de Aguas Subterráneas, Riego y Avenamiento, o a quien en su lugar ocupe este cargo, proceder, dentro del plazo máximo de UN mes calendario contado a partir de la comunicación de esta resolución a, elaborar y presentar a esta Sala, un plan de acción, con un cronograma que contenga fechas de cumplimiento y los nombres de los responsables, para dar efectivo cumplimiento a las recomendaciones de SENARA contenidas en el informe mencionado, número DIGH-UI-OF-112-2013. Los Magistrados Jinesta Lobo y Salazar Alvarado salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. 

PENITENCIARIO. ABUSO POLICIAL

[Para ver las sentencias completas necesita conexión a Internet y hacer clic aquí: 014798-13]
Exp: 13-012309-0007-CO

Sentencia Nº 2013 - 014798

Recurso de Amparo contra el Centro  de  Atención Institucional  la Reforma. Los recurrentes,  privados  de  libertad, alegan que agentes penitenciarios  ingresaron    de manera acelerada y violenta  para realizar  una   requisa  de dormitorios, rociando de gas  pimienta de manera indiscriminada  a muchos  privados  de  libertad que no motivaron ningún tipo de agresión. Asimismo, reclaman que muchos privados  de libertad fueron sacados del lugar y llevados a la oficialía donde fueron golpeados. De  otra parte,  los recurrentes alegaron que sufren de abusos en su integridad física, emocional  y psicológica por  parte de los agentes penitenciarios  cuando se realizan  las  requisas. Acusan que,  de igual modo,  sus  familiares  son  víctimas  de  vejaciones  de  ese  tipo cuando   hacen  el control de ingreso al centro penitenciario. En esta sentencia se analizan los siguientes temas: La utilización de gas   irritante como parte de  las medidas empleadas por las autoridades policiales penitenciarias para repeler y controlar la agresión de los privados de libertad; no obstante,  esa potestad de contención debe ser proporcionada   a  las circunstancias,   las  cuales  son  valoradas  en  cada  caso particular. Uso,  en excepcionales  circunstancias, de la fuerza  física  sobre  las  personas  privadas  de  libertad,  particularmente,  en situaciones  de  urgencia  en  que  éstas  deban  ser reducidas   a  la impotencia   para evitar su fuga, o bien, cuando esté de por medio una amenaza cierta e inminente de agresión  de  su  parte  o  de  una  agresión  en curso  contra   los mismos   oficiales  o contra  otras personas   que  se  encuentren  en  el  centro  de  reclusión  penal.  

Se declara parcialmente con lugar el recurso por la agresión física contra el privado de libertad. Se ordena al Director del Centro de Atención Institucional La Reforma, girar las órdenes necesarias a fin que los agentes penitenciarios se abstengan de incurrir en los actos que sirven de mérito a la presente estimatoria así como girar las órdenes para que se investigue la responsabilidad de los agentes involucrados en la agresión del tutelado. En todos los demás extremos se desestima el recurso. En relación con la agresión del tutelado, estése a lo resuelto en la sentencia No.2013-014345 de las 14:30 horas de 29 de octubre de 2013. Tome nota la autoridad recurrida de lo indicado en el considerando VII de esta sentencia. 

PENSIONES ALIMENTARIAS. FUNDAMENTO.

[Para ver las sentencias completas necesita conexión a Internet y hacer clic aquí: 017020-13]
Exp: 13-014931-0007-CO

Sentencia Nº 2013 - 017020

Recurso de Habeas Corpus contra el Juzgado de Pensiones Alimentarias de Hatillo. El recurrente manifiesta que en su contra se tramita un proceso por pensión alimentaria ante el Juzgado de Pensiones Alimentarias de Hatillo. Expresa que mediante resolución se fijó en su perjuicio de manera provisional la suma de 150.00,00 colones mensuales como cuota alimentaria, lo anterior sin haber sido presentada prueba alguna por parte de la actora que permitiera demostrar el monto real que percibe de salario y además sin contar dicho pronunciamiento, con la debida fundamentación. Considera que el monto de pensión debió establecerse a la luz de las circunstancias económicas del obligado y tomando en cuenta las necesidades básicas de los beneficiados, situación que no ocurrió en su caso particular, dado que no hubo elementos probatorios que le permitiesen corroborar. En esta sentencia se analizan los siguientes temas: La obligación de los juzgadores de fundamentar adecuadamente las cuotas de pensión provisional que se impongan en los diversos procesos que tramiten, debiendo realizar una ponderación entre las necesidades de los beneficiarios y demandados, y la capacidad económica de los últimos. 

Se declara con lugar el recurso. Se anula la cuota provisional impuesta al amparado por la resolución de las 11:05 del 5 de septiembre de 2013 del Juzgado de Pensiones Alimentarias de Hatillo. 

SERVICIOS PÚBLICOS. ACCESO A TELEFONÍA CELULAR
[Para ver las sentencias completas necesita conexión a internet y hacer clic aquí: 0531-14]
Exp: 13-007483-0007-CO

Sentencia Nº 2014 – 000531

Recurso de Amparo contra el Instituto Costarricense de Electricidad y la Superintendencia de Telecomunicaciones. Manifiesta el recurrente que reside en la comunidad de Santa Ana de Nicoya,  en  donde  no  se  tiene  acceso  a  la  Internet  ni  a  la  telefonía celular,  ya  que  el  Instituto  recurrido  se  niega  a  realizar  los  ajustes necesarios para  brindar  esos  servicios. En esta sentencia se analizan los siguientes temas: Sobre la importancia de la  telefonía celular en la Sociedad Actual, como   un  medio  para garantizar  la  comunicación  de  las personas,   incluso  en  detrimento  de  medios tradicionales, como la telefonía fija. Se realiza un análisis hermenéutico de  una  serie de  normas  que   regulan el tema de las telecomunicaciones, con el fin de constatar si el servicio requerido por el accionante, puede o no ser financiado por medio del Fondo  Nacional  de Telecomunicaciones. De  la  lectura de los  considerandos   III y  IV de esta  sentencia,  se  desprende  con  claridad  la  importancia  que  ha  venido adquiriendo  la  tecnología  celular  en  los  últimos  años,  hasta  convertirse prácticamente en una de las principales formas de comunicación en la actualidad, incluso en detrimento de   la  telefonía  fija,  tal y como  se denota  de   los diferentes estudios efectuados.

Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Electricidad, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que dentro del plazo de SEIS MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se plantee un proyecto a cargo de FONATEL, a efectos de que se valore la posibilidad de instalar la infraestructura necesaria para brindar los servicios de Internet y telefonía celular en la comunidad de Santa Ana de Nicoya. Asimismo, se ordena a la Presidenta del Consejo de la Superintendencia de Telecomunicaciones (SUTEL),  realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que dichas solicitudes sean valoradas, de forma que si resultan factibles, sean incluidas dentro de los proyectos financiados por FONATEL. 

TRABAJO. CONVENCIÓN COLECTIVA DEL INS

[Para ver la sentencia completa necesita conexión a internet y hacer clic aquí: 16637-13]
Exp: 13-001540-0007-CO  

Sentencia Nº 2013-016637

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 160 inciso a) de la Convención Colectiva del Instituto Nacional de Seguros. Interviene también en el proceso la Procuraduría General de la República y el Instituto Nacional de Seguros. La accionante impugna el párrafo primero del artículo 160 de la Convención Colectiva de Trabajo del  Instituto Nacional de Seguros, por estimar que violenta el principio de igualdad, el derecho al debido proceso, el derecho de defensa, la estabilidad en el empleo y la razonabilidad del uso de los fondos públicos, por cuanto confiere al Instituto la posibilidad de ponerle término al contrato de trabajo sin justa causa y sin garantizarle la posibilidad al trabajador de ejercer su derecho de defensa. En esta sentencia se analizan los siguientes temas:  Sobre los presupuestos formales de admisibilidad de la acción. Las Convenciones Colectivas y su revisión en la jurisdicción Constitucional. Se exponen los reiterados pronunciamientos de la Sala, en cuanto a que el Instituto Nacional de Seguros, como empresa pública del Estado que es, tiene la potestad de darse su propia organización interna, en virtud de ello, no está sujeto a lo dispuesto en el artículo 192 constitucional y por ello sus trabajadores no están adscritos al Régimen Estatutario del Servicio Civil ni al principio de la estabilidad en el empleo público. Se declara SIN LUGAR la acción.  Los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y rechazan de plano la acción, cada uno con razones diferentes. El Magistrado Cruz salva el voto y declara con lugar la acción con sus consecuencias. La Magistrada Hernández López y el Magistrado Salazar Alvarado ponen nota. 

	· Partes dispositivas de asuntos de constitucionalidad



	POR TANTO
	FECHA DE VOTACION

	Sentencia 2014-000211.  Expediente 11-014106-0007-CO. A las catorce horas con treinta  minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Decreto 24025-MP De 13 Enero 1995 y la Circular de la Dirección General De Servicio Civil Número DG-009-2009. No ha lugar a la gestión formulada.    
	14/01/2014

	Sentencia 2014 - 000404. Expediente 13-012934-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad. Rogelio Montenegro Herrera contra artículo 22 de la Ley de La Defensoria de Los Habitantes 7319 y sus reformas. Se rechaza de plano la acción. 
	15/01/2014

	Sentencia 2014 - 000462. Expediente 13-014998-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra la Ley Número 9024, Ley de Impuestos a las Personas Jurídicas. Se rechaza de plano la acción. El Magistrado Rueda Leal y la Magistrada Hernández López ponen nota. 
	15/01/2014

	Sentencia 2014 - 000467. Expediente 13-015249-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Articulo 705 incisos 3) y 4) del Codigo Procesal Civil. Se rechaza de plano la acción. 
	15/01/2014

	Sentencia 2014 - 000496. Expediente 14-000208-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 115 de la Ley General de Aduanas, articulo 90 del Código Aduanero Uniforme Centroamericano y el articulo 211 del Reglamento al Código Aduanero Uniforme Centroamericano. Se rechaza de plano la acción.- 
	15/01/2014

	Sentencia 2014 - 000881. Expediente 12-013336-0007-CO. A las dieciséis horas con quince minutos. Acción de inconstitucionalidad contra  el Plan Regulador Costero del Cantón de Carrillo. Se declara sin lugar la acción.- Los Magistrados Armijo Sancho, Cruz Castro y Rueda Leal salvan el voto y declaran parcialmente con lugar la acción solo por la violación al principio de participación ciudadana, por lo que ordenan repetir la audiencia pública cuestionada sin que ello implique anular el Plan Regulador del Cantón de Carrillo.-
	22/01/2014

	Sentencia 2014 - 000849. Expediente 13-011844-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 39 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. No ha lugar a la solicitud de aclaración y adición de la resolución de las diez horas y treinta minutos del veintiuno de noviembre del dos mil trece.
	22/01/2014

	Sentencia 2014 - 000850. Expediente 13-011887-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra los criterios de la Contraloría General de la República números: 1) R-dca-393-2012 de las 10:00 del 30-7-2012; 2) R-dca-77-2013 y 3) 8706 CDCA-1982 del 27-08-2012, que modifica de hecho el artículo 22 inciso c) de la Ley de Desarrollo Social y Asignaciones. Se rechaza de plano la acción.
	22/01/2014

	Sentencia 2014 - 000851. Expediente 13-013496-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 41 inciso a) de la Ley 7593 denominada Ley de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos. Se rechaza de plano la acción.
	22/01/2014

	Sentencia 2014 - 000852. Expediente 13-014235-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 3 de la Ley de Impuesto a las Personas Juridicas 9024, del 22 de diciembre del 2011. Se rechaza de plano la acción.
	22/01/2014

	Sentencia 2014 - 000854. Expediente 13-015360-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Jurisprudencia del Tribunal Agrario. Se rechaza de plano la acción. El Magistrado Jinesta Lobo pone nota en relación con lo indicado en el Considerando II de esta sentencia.
	22/01/2014

	Sentencia 2014 - 000883.Expediente 13-006839-0007-CO. A las nueve horas con veinte minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 182 párrafo primero de la Ley Orgánica del Poder Judicial No. 7333. Se declara sin lugar la acción. El Magistrado Ulate Chacón salva el voto, y declara inconstitucional la frase del artículo 182 de la Ley Orgánica del Poder Judicial que indica: "Si esa misma cantidad de Magistrados considerare que lo procedente es la revocatoria de nombramiento, la Corte lo comunicará así a la Asamblea Legislativa para que resuelva lo que corresponda", con las consecuencias correspondientes para el caso concreto. 
	24/01/2014

	Sentencia 2014 - 000882.Expediente 13-006607-0007-CO. A las nueve horas. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 182 párrafo primero de la Ley Orgánica del Poder Judicial No.7333. Se rechaza de plano la acción. 
	24/01/2014

	Sentencia 2014 - 0001044. Expediente 13-002390-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra ÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 173 DE LA LEY ORGÁNICA DEL BANCO CENTRAL DE COSTA RICA. Se anula parcialmente la resolución de las 10:27 hrs. de 24 de julio de 2013, únicamente, en lo tocante al rechazo de las manifestaciones realizadas por el representante del Banco Nacional de Costa Rica el día 23 de julio de 2013. Por razones de economía procesal se tiene por contestada la audiencia en la acción de inconstitucionalidad No. 13-003570-0007-CO, de parte del Banco Nacional de Costa Rica.
	28/01/2014

	Sentencia 2014 - 001167. Expediente 12-003783-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra los artículos 7 inc h), 14 inc b), c) y d) y 15 inc a) de la V Convención Colectiva de Trabajo de la Municipalidad de Montes de Oca; así como, los artículos 38 y 39 del Reglamento Normas Aplicación de la Carrera Profesional de dicha municipalidad y 34 del Reglamento Autónomo. No ha lugar a la gestión formulada.
	29/01/2014

	Sentencia 2014 - 001168. Expediente 12-005231-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra INTERPRETACIÒN RESTRICTIVA DEL CAPITULO III DE LA LEY DE NOTIFICACIONES. Se rechaza de plano la acción. El Magistrado Jinesta Lobo pone nota.
	29/01/2014

	Sentencia 2014 - 001170. Expediente 13-011450-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra el artículo 98 de la Ley de Conservación de Vida Silvestre. Se rechaza por el fondo la acción.
	29/01/2014

	Sentencia 2014 - 001172. Expediente 13-011893-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra el artículo 39 de la Ley del Colegio de Cirujanos Dentistas de Costa Rica. Ley No. 5784. Se rechaza de plano la acción.
	29/01/2014

	Sentencia 2014 - 001173. Expediente 13-012014-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra el artículo 85 de la Ley General de Policía. Se rechaza por el fondo la acción.
	29/01/2014

	Sentencia 2014 - 001176. Expediente 13-013978-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra el Capítulo IV CAPITALES EMERGENTES. Artículos 20, 21 y 22 de la Ley de Delincuencia Organizada No. 8754. Se reserva el dictado de la sentencia de esta acción hasta tanto no sea resuelta la consulta que bajo expediente número 13-007644-0007-CO se tramita ante esta Sala.
	29/01/2014

	Sentencia 2014 - 001177. Expediente 13-014227-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra ARTICULO 216 DEL CODIGO PENAL. Se rechaza por el fondo la acción.
	29/01/2014

	Sentencia 2014 - 001179. Expediente 13-014611-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra ARTICULO 6 INCISO B9 DEL REGLAMENTOO VIGENTE DE INVALIDEZ,VEJEZ Y MUERTE DE LA CCSS. Se rechaza por el fondo la acción.
	29/01/2014

	Sentencia 2014 - 001180. Expediente 13-014749-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra Acuerdo del Poder Ejecutivo sobre el acuerdo de indemnización con la empresa OAS. Se rechaza de plano la acción.
	29/01/2014

	Sentencia 2014 - 001182. Expediente 13-015297-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra OFICIO RHA-115-12-GU-IC-00965-12 DEK 10/9/2012 POR LA OFICINA DEL MINISTERIO DE TRABAJO REGION HUETAR NORTE. Se rechaza de plano la acción.
	29/01/2014

	Sentencia 2014 - 001190. Expediente 14-000514-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra ARTICULO 6, INC. 1) a) b) c) y ch) DE LA LEY CONSTITUTIVA DE LA CCSS, LEY Nº 17 DEL 22 DE OCTUBRE DE 1943. REFORMADO POR EL ARTICULO 2 DE LA LEY Nº 6914 DEL 28 DE NOVIEMBRE DE 1983 Y, REFORMADO POR EL ARTÌCULO 85 DE LA LEY Nº 7983. LA LEY Nº 5507.. Se rechaza de plano la acción.
	29/01/2014

	Sentencia 2014 - 001202. Expediente 14-000770-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra ARTICULO DIEZ DE LA LEY DE VIOLENCIA DOMESTICA CON RELACION  Se rechaza de plano la acción. Los Magistrados Rueda Leal y Hernández López salvan el voto y ordenan hacer la prevención del artículo 80 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional.
	29/01/2014

	Sentencia 2014 - 001213. Expediente 14-000864-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra JURISPRUDENCIA DEL TSE Nº 5225.E6-2013 DE LAS 13:55 HRS DEL 29 DE NOVIEMBRE DE 2013, 4157-E6-2012 DE LAS 14:25 HRS DEL 30 DE MAYO DE 2012. Se rechaza de plano la acción.
	29/01/2014

	Sentencia 2014 - 001166. Expediente 12-000462-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra ARTICULO 4 REGLAMENTO PARA EL OTORGAMIENTO DE PERMISO SANITARIO DE FUNCIONAMIENTO A LOS CASINOS DE JUEGO DECRETO EJECUTIVO 34850 Y ARTICULOS 10 Y 12 DEL REGLAMENTO DE CASINOS DECRETO 34581 Y ARTICULO 1 DE LA REFORMA AL REGLAMENTO DE CASINOS D.E. 35219-MPJ. Se declara SIN LUGAR la acción.
	29/01/2014

	Sentencia 2014 - 001226. Expediente 10-012093-0007-CO. A las dieciseis horas con veinte minutos. Acción de inconstitucionalidad contra articulos 124 Y 116. b) del Código de Normas y Procedimientos Tributarios. Se declara sin lugar la accón planteada. 
	29/01/2014

	Sentencia 2014 - 001227. Expediente 12-016951-0007-CO. A las dieciseis horas con veintiun minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Articulos 113 y 156 De La Convencion Colectiva De Trabajo 2011-2012 Y 4,9,10,13,18 Y 22 de las Normas para la Evaluacion del Desempeño de RECOPE. Por mayoría se declara parcialmente con lugar la acción, en cuanto el artículo 156 de la Convención Colectiva de Trabajo de la Refinadora Costarricense de Petróleo S.A. (RECOPE) se aplica a los funcionarios no profesionales. En consecuencia, los aumentos previstos en dicha norma no podrán ser de aplicación a este sector, hasta tanto no se logre establecer un mecanismo que busque preservar el poder adquisitivo de los salarios de los funcionarios no profesionales. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma cuya práctica se anula, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe. En lo demás, se declara SIN LUGAR la acción. El magistrado Salazar Alvarado pone nota. El magistrado Armijo Sancho salva el voto y rechaza de plano la acción. El magistrado Jinesta Lobo rechaza de plano la acción y da razones diferentes. El Magistrado Rueda salva el voto, declara parcialmente con lugar la acción de inconstitucionalidad contra los artículos 155 de la Convención Colectiva y 13 de las Normas para la Evaluación del Desempeño de RECOPE. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, y Ejecutivo. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.- 
	29/01/2014


[La totalidad de las actas de votación emitidas por la Sala Constitucional, puede encontrarlas en nuestra página de Internet, en la dirección: http://sitios.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional/Actas%20años%20anteriores.htm]

	· Estadísticas mensuales por tema



	CUADRO No.1 

ASUNTOS VOTADOS POR TIPO 

ENERO  2014

 

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	 CENTRO DE JURISPRUDENCIA 




	Asuntos Votados Sala Constitucional

ENERO DE 2014

	1429

	100%


	
	
	

	Por Tipo de Asunto
	
	

	
	
	

	Conflictos de Competencia
	0
	0%

	Consultas Legislativas
	0
	0%

	Consultas Judiciales
	0
	0%

	Acciones de Inconstitucionalidad
	30
	2,30%

	Hábeas Corpus
	139
	9,37%

	Recursos de Amparo
	1260
	88,17%

	
	
	


	CUADRO No.2 

ASUNTOS VOTADOS POR TERMINO

AMPAROS Y HABEAS CORPUS

ENERO DE 2014
SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	 CENTRO DE JURISPRUDENCIA 




	Asuntos Votados Sala Constitucional

Enero a Julio 2014

	1273


	100,00%



	
	
	

	Por Termino
	
	

	
	
	

	Con Lugar
	284
	22,31%

	Con Lugar Parcial
	34
	2,67%

	Sin Lugar
	342
	26,87%

	Rechazo de Plano
	555
	43,60%

	Rechazo por el Fondo 
	58
	4,56%

	
	
	


	CUADRO No.3 

PORCENTAJES DE ASUNTOS VOTADOS POR TEMA

AMPAROS Y HABEAS CORPUS

ENERO DE 2014
SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	 CENTRO DE JURISPRUDENCIA 



	Trabajo
	335 (26,31%)

	Salud
	136 (10,68%)

	Pronta Resolución
	104 (8,17%)

	Petición
	75 (5,89%)

	Penal
	61 (4,79%)

	Tránsito
	46 (3,61%)

	Educación
	42 (3,30%)

	Penitenciario
	42 (3,30%)

	Poder Judicial
	42 (3,30%)

	Pensión
	39 (3,06%)

	Servicios Públicos
	38 (2,99%)

	Pensiones Alimentarias
	37 (2,91%)

	Ambiente
	34 (2,67%)

	Propiedad
	33 (2,59%)

	Municipalidad
	23 (1,81%)

	Información
	21 (1,65%)

	Familia
	18 (1,41%)

	Migración
	17 (1,34%)

	Comercio
	16 (1,26%)

	Seguros
	 13 (1,02%)

	Bancario
	13 (1,02%)

	Asociación
	11 (0,86%)

	Minorías
	10 (0,79%)

	Electoral
	10 (0,79%)

	Poder Ejecutivo
	8 (0,63%)

	Tributario
	8 (0,63%)

	Intimidad
	7 (0,55%)

	Contratos o Licitaciones
	7 (0,55%)

	Sujeto de Derecho Privado
	6 (0,47%)

	Asamblea Legislativa
	5 (0,39%)

	Colegios Profesionales
	4 (0,31%)

	Seguridad Social
	3 (0,24%)

	Libertad de Tránsito 
	3 (0,24%)

	Amparo contra Norma
	2 (0,16%)

	Libertad de Expresión y Prensa
	2 (0,16%)

	Notariado
	2 (0,16%)

	Financiero
	1 (0,08%)

	TOTAL
	1273 (100,00%)


[La totalidad de la estadística podrá encontrarla en nuestra página de Internet, en la siguiente dirección: http://sitios.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional/Centro%20de%20Jurisprudencia/0-ESTADISTICA%20DE%20AMPAROS%20Y%20HABEAS%20POR%20TEMAS%20ENERO-OCTUBRE%202013.htm]
	· Actualización del Proyecto Constitución




CONSTITUCIÓN POLÍTICA ANOTADA

I ACTUALIZACIÓN 2014

Esta es una iniciativa de la Presidencia de la Sala Constitucional, cuyo objetivo es mantener todos los artículos y principios de nuestra Constitución Política, anotados con la jurisprudencia actualizada, el cual se encuentra en línea, en nuestra página de Internet, con acceso gratuito para todos nuestros usuarios, en la siguiente dirección: http://sitios.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional/Constitución%20Politica.htm
PRINCIPIOS

PRINCIPIO DE IGUALDAD

“… Sobre el principio de igualdad de las personas con capacidades especiales en relación con el derecho a la educación. En múltiples ocasiones la Sala, como garante de los derechos fundamentales de los individuos, se ha pronunciado sobre la tutela especial que merecen las personas con capacidades especiales a raíz del contenido de los artículos 33 y 51 la Carta Magna. En primer término, es importante señalar que la Constitución Política de Costa Rica y la Convención Americana Sobre Derechos Humanos (instrumento internacional con fuerza superior a la ley por disposición del artículo 7 constitucional) consagran el principio de igualdad de las personas y la prohibición de hacer distinciones contrarias a su dignidad -artículos 33 y 24 respectivamente-. Adicionalmente, los derechos de las personas con capacidades especiales están reconocidos en otros instrumentos internacionales como la "Convención Americana para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad", aprobada por la Asamblea Legislativa por ley número 7948 y la "Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad", número 7600, publicada en La Gaceta del 29 de mayo de 1996. Esta última Convención define en su artículo 1° la discriminación, de la siguiente manera:

 "El término discriminación contra las personas con discapacidad, significa toda distinción, exclusión o restricción basada en una discapacidad, antecedente de discapacidad, consecuencia de discapacidad presente o pasada, que tenga el efecto o el propósito de impedir o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por parte de las personas con discapacidad, de sus derechos humanos y libertades fundamentales"
 La referida Convención parte de la premisa de que todos los derechos humanos y las libertades fundamentales son universales, por lo que comprende sin reservas a las personas con capacidades especiales. Del preámbulo de dicha Convención y de la Conferencia Mundial de Derechos Humanos, Declaración y Programa de Acción de Viena de 1993 se desprende que todas las personas tienen el mismo derecho a la vida y al bienestar, a la educación y al trabajo, a vivir independientemente y a la participación activa en todos los aspectos de la sociedad. Por esa razón, se considera que cualquier discriminación o cualquier trato discriminatorio negativo de una persona con capacidades especiales es una violación a sus derechos. Finalmente, reconoce que a las personas con capacidades especiales se les debe garantizar igualdad de oportunidades, mediante la supresión de todos los obstáculos determinados socialmente, ya sean físicos, económicos, sociales o psicológicos que excluyan o restrinjan su plena participación en la sociedad (ver sentencias número 2001-12062 de las diez horas con veinticuatro minutos del veintitrés de noviembre de dos mil uno, y la número 2003-09003 de las dieciocho horas cuarenta y siete minutos del veintiséis de agosto de dos mil tres). Concretamente en cuanto al derecho a la educación en la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad que en su artículo 14 se consagra el derecho de acceso a la educación. La educación de las personas con capacidades especiales deberá ser de igual calidad, impartirse durante los mismos horarios, y basarse en las normas y aspiraciones que orientan los niveles del sistema educativo (ver sentencia número 2005-11543 de las doce horas veinte minutos del veinticuatro de agosto del dos mil cinco)…” Sentencia 16172-13 

PRINCIPIO DE COORDINACIÓN DE DEPENDENCIAS

“..Existe una obligación para el Estado -como un todo- de tomar las medidas necesarias para proteger el ambiente, a fin de evitar grados de contaminación, deforestación, extinción de flora y fauna, uso desmedido o inadecuado de los recursos naturales, que pongan en peligro la salud de los administrados. En esta tarea, por institución pública se entiende tanto a la Administración Central -Ministerios, como el Ministerio del Ambiente y Energía y el Ministerio de Salud-, que en razón de la materia, tienen una amplia participación y responsabilidad en lo que respecta a la conservación y preservación del ambiente; los cuales actúan, la mayoría de las veces, a través de sus dependencias especializadas en la materia, como por ejemplo, la Dirección General de Vida Silvestre, la Dirección Forestal, y la Secretaría Técnica Nacional Ambiental (SETENA)-, así como también las instituciones descentralizadas como el Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo, el SENARA, el Instituto Costarricense de Turismo o el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados. Del mismo modo, en esta tarea tienen gran responsabilidad las municipalidades en lo que respecta a su jurisdicción territorial. Debido a la diversidad de actores que pueden intervenir, podría pensarse que esta múltiple responsabilidad provocaría un caos en la gestión administrativa. Por ello, a fin de evitar la coexistencia simultánea de esferas de poder de diferente origen y esencia, la duplicación de los esfuerzos nacionales y locales, así como la confusión de derechos y obligaciones entre las diversas partes involucradas, se hace necesario establecer una serie de relaciones de coordinación entre las diversas dependencias del Poder Ejecutivo y las instituciones descentralizadas, y entre éstas con las municipalidades, a fin de poder llevar a cabo las funciones que les han sido encomendadas. Esta Sala se ha referido ya al principio de coordinación de las dependencias públicas con las municipalidades en la realización de fines comunes, al señalar mediante sentencia número 5445-99, de las catorce horas treinta minutos del 14 de julio de 1999, que:  "La coordinación es la ordenación de las relaciones entre estas diversas actividades independientes, que se hace cargo de esa concurrencia en un mismo objeto o entidad, para hacerla útil a un plan público global, sin suprimir la independencia recíproca de los sujetos agentes. Como no hay una relación de jerarquía de las instituciones descentralizadas, ni del Estado mismo en relación con las municipalidades, no es posible la imposición a éstas de determinadas conductas, con lo cual surge el imprescindible «concierto» interinstitucional, en sentido estricto, en cuanto los centros autónomos e independientes de acción se ponen de acuerdo sobre ese esquema preventivo y global, en el que cada uno cumple un papel con vista en una misión confiada a los otros. Así, las relaciones de las municipalidades con los otros entes públicos, sólo pueden llevarse a cabo en un plano de igualdad, que den como resultado formas pactadas de coordinación, con exclusión de cualquier forma imperativa en detrimento de su autonomía, que permita sujetar a los entes corporativos a un esquema de coordinación sin su voluntad o contra ella; pero que sí admite la necesaria subordinación de estos entes al Estado y en interés de éste (a través de la «tutela administrativa» del Estado, y específicamente, en la función de control la legalidad que a éste compete, con potestades de vigilancia general sobre todo el sector)…”  Sentencia 16167-13 

ARTICULOS CONSTITUCIONALES

ARTICULO 11 DE LA CONSTITUCION POLITICA

“…En el caso de las normas analizadas, la prohibición se encuentra dispuesta en leyes de la República, lo cual se ajusta al principio constitucional de reserva de ley, que significa que solamente mediante ley formal emanada del Poder Legislativo, por el procedimiento previsto en la Constitución Política para la emisión de las leyes, es posible regular y en su caso restringir los derechos y libertades fundamentales, todo por supuesto en la medida en que la naturaleza, régimen de éstos lo permita, y dentro de las limitaciones constitucionales aplicables. A su vez, el artículo 11 de la Constitución Política establece el principio de legalidad y sienta las bases constitucionales del deber de objetividad e imparcialidad de los funcionarios públicos, lo que constituye el fundamento de las incompatibilidades. De manera que el servidor público no puede estar en una situación donde haya conflicto o colisión entre intereses públicos y privados. Asimismo, el régimen de prohibición para ejercer la profesión tiene -ante todo-, un profundo contenido moral y ético, lo que se traduce en la prohibición de que ningún funcionario público puede actuar para su propio beneficio en el ejercicio de sus competencias públicas (en ese sentido ver sentencia 2000-00444 de las 16:51 horas del 12 de enero de 2000). Por ello, la prohibición dispuesta tanto en el inciso c) del artículo 34 de la Ley de Control Interno y la frase resaltada del artículo 14 de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública tienen como objeto mantener la imparcialidad e independencia funcionales de los auditores y subauditores internos y establece una restricción que incluye todas las profesiones que dichos servidores ostenten. Dicha intención se ajusta a los principios constitucionales de proporcionalidad, razonabilidad y legalidad, pues los auditores internos en su condición de funcionarios públicos se encuentran obligados a orientar su gestión a la satisfacción del interés público. De tal forma que el legislador ha venido estableciendo en el ordenamiento jurídico los mecanismos para prevenir, detectar, sancionar y erradicar la corrupción, no solo en la norma cuestionada sino en el resto del ordenamiento jurídico (al respecto ver los artículos 18 y 38 de la Ley contra la Corrupción y Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública y la Convención Interamericana Contra la Corrupción). Indudablemente, este asunto contiene un hondo contenido de los valores democráticos que informan al Estado costarricense -artículo 10 de la Constitución Política-, en tanto imponen la necesidad de la imparcialidad en el funcionamiento del Estado, como derivado del principio de legalidad, objetividad y respeto de los derechos fundamentales de los ciudadanos. En efecto, la independencia funcional que requiere la función de control a cargo de la auditoria interna de las instituciones no podría lograrse si no existe un claro deslinde entre estas funciones que tienen como objeto evitar que dichos funcionarios vean disminuida su objetividad e imparcialidad de sus labores. A este efecto, debe tomarse en cuenta dentro de una institución estatal, la auditoria interna proporciona a la ciudadanía una garantía razonable de que la actuación del jerarca y la del resto de la administración se ejecuta conforme al marco legal, técnico y a las prácticas sanas. De modo que ambas actividades -la pública y la privada- en este caso, resultan ex cluy entes, pues fácilmente pueden generarse incompatibilidades, conflictos de intereses, superposición horaria, distracción de bienes públicos para fines particulares, etc. Bajo esta inteligencia, el legislador consideró limitar en la norma cuestionada la libertad de los auditores, subauditores y demás funcionarios de la auditoria interna de las administraciones públicas de ejercer privadamente una profesión, por cuanto dicho ejercicio resulta incompatible con el cargo público que se desempeña, y aunque constituye una restricción a las libertades públicas, la finalidad es evitar el surgimiento de conflictos de intereses, por lo que el interés público prevalece sobre cualquier otro, justificación que resulta razonable y constitucional…” Sentencia 11454-13
ARTICULO 21 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…En reiteradas ocasiones se ha señalado que de lo dispuesto en los artículos 21 y 40 de la Constitución Política se desprende la obligación objetiva que tiene el Estado costarricense de garantizar la vida de sus habitantes. Se imponen al Estado diversas conductas positivas tendentes a regular las áreas de la ida social en las que pueden surgir peligros para la existencia física de los habitantes de su territorio. Así, se establece el deber ineludible de velar y garantizar en forma pronta y cumplida por la tutela de tales derechos fundamentales. En el caso de la seguridad vial debe cumplir su obligación objetiva de proteger la vida humana, al construir soluciones viales tomando en consideración la seguridad peatonal, de manera que por la omisión de las autoridades competentes no se incurra en una inercia ilegítima que atente contra la vida de los transeúntes. Por ello, el Estado se ve obligado a adoptar de manera oportuna todas aquellas medidas preventivas necesarias para enfrentar peligros inherentes a la vida en sociedad, reduciéndolos al mínimo posible. Al ser el tránsito una actividad necesaria de alto riesgo, el Estado tiene el deber de regular la circulación de peatones, animales y vehículos por las vías públicas y por las privadas que estén abiertas al uso y aprovechamiento común, de manera tal que se pueda garantizar un tránsito terrestre, vehicular y peatonal con el mínimo de peligro para la vida (véase el Voto No. 2011-012261 de las 11:02 hrs del 9 de setiembre del 2011). La seguridad peatonal también es un asunto de interés local que las municipalidades no puede soslayar, por lo que éstas deben actuar -dentro de sus respectivos ámbitos de competencia- para garantizar a los munícipes un tránsito seguro; en particular, a los menores y a los adultos mayores (véase sentencia Nº 2006-11263, de las 9:29 horas del 1 de agosto del 2006)…” Sentencia 1257-14
ARTICULO 24 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…como bien ha sostenido esta Sala en sus antecedentes, el artículo 24 de la Constitución Política dispone en su texto la necesidad de proteger a cualquier persona de injerencias extrañas, en el acceso a los documentos privados y comunicaciones escritas y orales. La aplicación del derecho a la intimidad a la obligación establecida a las personas jurídicas para que entreguen las declaraciones juradas necesarias sobre la actualización de su capital accionario, da como resultado el deber de la Administración Tributaria de guardar confidencialidad respecto de tales declaraciones. En consecuencia, la sanción creada por el legislador mediante el artículo 17 de la Ley de Regulación y Comercialización de Bebidas con Contenido Alcohólico, Nº 9047, no es inconstitucional, toda vez que la información accionaria entregada a la corporación municipal correspondiente debe ser utilizada únicamente por el ente público para los fines creados en ese mismo cuerpo legal, sin que pueda ser facilitada a terceras personas y con el único propósito de evitar el fraude de ley que se pudiera cometer a través de la utilización de este tipo de personas jurídicas…” Sentencia 11499-13 

ARTICULO 33 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…La Sala Constitucional ha desarrollado ampliamente el principio democrático y el derecho de participación de los pueblos indígenas. En este sentido ha destacado que nuestro país como Estado Democrático de Derecho debe garantizar la participación popular activa y plena de sus ciudadanos rechazando cualquier forma de discriminación irrazonable o ilegítima. Especial relevancia presenta el caso de los pueblos indígenas, donde el Estado ha asumido la obligación internacional de resguardar su organización y la participación en la toma de decisiones que les afecte, a participar en la elección de las personas que ocuparán esos cargos, así como, el derecho a elegir y a ser electo. De manera que el Estado debe dotar a los pueblos indígenas de instrumentos a través de los cuales puedan participar libremente y consultar a los grupos indígenas,   cada vez que se discuta la emisión de medidas legislativas o administrativas que puedan repercutirles..” Sentencia 000177-14
“… Sobre el principio de igualdad de las personas con capacidades especiales en relación con el derecho a la educación. En múltiples ocasiones la Sala, como garante de los derechos fundamentales de los individuos, se ha pronunciado sobre la tutela especial que merecen las personas con capacidades especiales a raíz del contenido de los artículos 33 y 51 la Carta Magna. En primer término, es importante señalar que la Constitución Política de Costa Rica y la Convención Americana Sobre Derechos Humanos (instrumento internacional con fuerza superior a la ley por disposición del artículo 7 constitucional) consagran el principio de igualdad de las personas y la prohibición de hacer distinciones contrarias a su dignidad -artículos 33 y 24 respectivamente-. Adicionalmente, los derechos de las personas con capacidades especiales están reconocidos en otros instrumentos internacionales como la "Convención Americana para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad", aprobada por la Asamblea Legislativa por ley número 7948 y la "Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad", número 7600, publicada en La Gaceta del 29 de mayo de 1996. Esta última Convención define en su artículo 1° la discriminación, de la siguiente manera:

 "El término discriminación contra las personas con discapacidad, significa toda distinción, exclusión o restricción basada en una discapacidad, antecedente de discapacidad, consecuencia de discapacidad presente o pasada, que tenga el efecto o el propósito de impedir o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por parte de las personas con discapacidad, de sus derechos humanos y libertades fundamentales"
 La referida Convención parte de la premisa de que todos los derechos humanos y las libertades fundamentales son universales, por lo que comprende sin reservas a las personas con capacidades especiales. Del preámbulo de dicha Convención y de la Conferencia Mundial de Derechos Humanos, Declaración y Programa de Acción de Viena de 1993 se desprende que todas las personas tienen el mismo derecho a la vida y al bienestar, a la educación y al trabajo, a vivir independientemente y a la participación activa en todos los aspectos de la sociedad. Por esa razón, se considera que cualquier discriminación o cualquier trato discriminatorio negativo de una persona con capacidades especiales es una violación a sus derechos. Finalmente, reconoce que a las personas con capacidades especiales se les debe garantizar igualdad de oportunidades, mediante la supresión de todos los obstáculos determinados socialmente, ya sean físicos, económicos, sociales o psicológicos que excluyan o restrinjan su plena participación en la sociedad (ver sentencias número 2001-12062 de las diez horas con veinticuatro minutos del veintitrés de noviembre de dos mil uno, y la número 2003-09003 de las dieciocho horas cuarenta y siete minutos del veintiséis de agosto de dos mil tres). Concretamente en cuanto al derecho a la educación en la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad que en su artículo 14 se consagra el derecho de acceso a la educación. La educación de las personas con capacidades especiales deberá ser de igual calidad, impartirse durante los mismos horarios, y basarse en las normas y aspiraciones que orientan los niveles del sistema educativo (ver sentencia número 2005-11543 de las doce horas veinte minutos del veinticuatro de agosto del dos mil cinco)…” Sentencia 16172-13 

ARTICULO 37 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…El artículo 37 constitucional admite la restricción a la libertad personal únicamente en ciertos supuestos, siendo uno de ellos el que exista indicio comprobado de haber cometido delito y bajo la condición de que sea puesta la persona a disposición de juez competente dentro del plazo de veinticuatro horas. Nótese que este precepto constitucional califica el término de "perentorio", con lo cual resulta decisivo, determinante, urgente y apremiante. El plazo no puede ser interpretado y aplicado por las autoridades del Ministerio Público y de los cuerpos policiales como un máximo que les legitima para mantener detenida una persona hasta su expiración. Se trata, en esencia, de un parámetro temporal que, en la medida de lo posible, debe ser reducido a su mínima expresión, evitando su agotamiento o transcurso total innecesario (Ver en igual sentido, la sentencia número 2006-00022 de las nueve horas con veintiún minutos del seis de enero del dos mil seis)…” Sentencia 16416-13
ARTICULO 40 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…En reiteradas ocasiones se ha señalado que de lo dispuesto en los artículos 21 y 40 de la Constitución Política se desprende la obligación objetiva que tiene el Estado costarricense de garantizar la vida de sus habitantes. Se imponen al Estado diversas conductas positivas tendentes a regular las áreas de la ida social en las que pueden surgir peligros para la existencia física de los habitantes de su territorio. Así, se establece el deber ineludible de velar y garantizar en forma pronta y cumplida por la tutela de tales derechos fundamentales. En el caso de la seguridad vial debe cumplir su obligación objetiva de proteger la vida humana, al construir soluciones viales tomando en consideración la seguridad peatonal, de manera que por la omisión de las autoridades competentes no se incurra en una inercia ilegítima que atente contra la vida de los transeúntes. Por ello, el Estado se ve obligado a adoptar de manera oportuna todas aquellas medidas preventivas necesarias para enfrentar peligros inherentes a la vida en sociedad, reduciéndolos al mínimo posible. Al ser el tránsito una actividad necesaria de alto riesgo, el Estado tiene el deber de regular la circulación de peatones, animales y vehículos por las vías públicas y por las privadas que estén abiertas al uso y aprovechamiento común, de manera tal que se pueda garantizar un tránsito terrestre, vehicular y peatonal con el mínimo de peligro para la vida (véase el Voto No. 2011-012261 de las 11:02 hrs del 9 de setiembre del 2011). La seguridad peatonal también es un asunto de interés local que las municipalidades no puede soslayar, por lo que éstas deben actuar -dentro de sus respectivos ámbitos de competencia- para garantizar a los munícipes un tránsito seguro; en particular, a los menores y a los adultos mayores (véase sentencia Nº 2006-11263, de las 9:29 horas del 1 de agosto del 2006)…” Sentencia 1257-14
ARTICULO 50 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…El derecho fundamental a la Salud de las personas ha ocupado un lugar preponderante en la labor de protección que ha desarrollado la Sala desde su creación, lo que ha producido una exégesis comprensiva y abarcadora de su concepto…la explícita caracterización de la obligación del Estado de velar por la preservación de salud de sus habitantes y de hacerlo también de manera preventiva…Así las cosas es incuestionable que el derecho constitucional costarricense recoge con amplitud el derecho de las personas a disfrutar de su derecho a la salud y la correlativa obligación del Estado de hacer desaparecer cualquier fuente de afectación o amenaza de afectación a dicho derecho esencial…” Sentencia 000174-14
ARTICULO 56 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…En el caso de las normas analizadas, la prohibición se encuentra dispuesta en leyes de la República, lo cual se ajusta al principio constitucional de reserva de ley, que significa que solamente mediante ley formal emanada del Poder Legislativo, por el procedimiento previsto en la Constitución Política para la emisión de las leyes, es posible regular y en su caso restringir los derechos y libertades fundamentales, todo por supuesto en la medida en que la naturaleza, régimen de éstos lo permita, y dentro de las limitaciones constitucionales aplicables. A su vez, el artículo 11 de la Constitución Política establece el principio de legalidad y sienta las bases constitucionales del deber de objetividad e imparcialidad de los funcionarios públicos, lo que constituye el fundamento de las incompatibilidades. De manera que el servidor público no puede estar en una situación donde haya conflicto o colisión entre intereses públicos y privados. Asimismo, el régimen de prohibición para ejercer la profesión tiene -ante todo-, un profundo contenido moral y ético, lo que se traduce en la prohibición de que ningún funcionario público puede actuar para su propio beneficio en el ejercicio de sus competencias públicas (en ese sentido ver sentencia 2000-00444 de las 16:51 horas del 12 de enero de 2000). Por ello, la prohibición dispuesta tanto en el inciso c) del artículo 34 de la Ley de Control Interno y la frase resaltada del artículo 14 de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública tienen como objeto mantener la imparcialidad e independencia funcionales de los auditores y subauditores internos y establece una restricción que incluye todas las profesiones que dichos servidores ostenten. Dicha intención se ajusta a los principios constitucionales de proporcionalidad, razonabilidad y legalidad, pues los auditores internos en su condición de funcionarios públicos se encuentran obligados a orientar su gestión a la satisfacción del interés público. De tal forma que el legislador ha venido estableciendo en el ordenamiento jurídico los mecanismos para prevenir, detectar, sancionar y erradicar la corrupción, no solo en la norma cuestionada sino en el resto del ordenamiento jurídico (al respecto ver los artículos 18 y 38 de la Ley contra la Corrupción y Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública y la Convención Interamericana Contra la Corrupción). Indudablemente, este asunto contiene un hondo contenido de los valores democráticos que informan al Estado costarricense -artículo 10 de la Constitución Política-, en tanto imponen la necesidad de la imparcialidad en el funcionamiento del Estado, como derivado del principio de legalidad, objetividad y respeto de los derechos fundamentales de los ciudadanos. En efecto, la independencia funcional que requiere la función de control a cargo de la auditoria interna de las instituciones no podría lograrse si no existe un claro deslinde entre estas funciones que tienen como objeto evitar que dichos funcionarios vean disminuida su objetividad e imparcialidad de sus labores. A este efecto, debe tomarse en cuenta dentro de una institución estatal, la auditoria interna proporciona a la ciudadanía una garantía razonable de que la actuación del jerarca y la del resto de la administración se ejecuta conforme al marco legal, técnico y a las prácticas sanas. De modo que ambas actividades -la pública y la privada- en este caso, resultan ex cluy entes, pues fácilmente pueden generarse incompatibilidades, conflictos de intereses, superposición horaria, distracción de bienes públicos para fines particulares, etc. Bajo esta inteligencia, el legislador consideró limitar en la norma cuestionada la libertad de los auditores, subauditores y demás funcionarios de la auditoria interna de las administraciones públicas de ejercer privadamente una profesión, por cuanto dicho ejercicio resulta incompatible con el cargo público que se desempeña, y aunque constituye una restricción a las libertades públicas, la finalidad es evitar el surgimiento de conflictos de intereses, por lo que el interés público prevalece sobre cualquier otro, justificación que resulta razonable y constitucional…” Sentencia 11454-13
ARTICULO 79 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…El Derecho a la Educación o libertad de enseñanza consagrado en el numeral 79 de la Constitución Política comprende, en su contenido esencial, un haz de facultades que atañen a cada uno de los sujetos que intervienen en el proceso educativo integral a que se refiere el ordinal 77 del mismo texto, esto es, los educadores, los educandos y sus padres de familia. Los educadores tienen el derecho de enseñar el cual se ostenta cuando el ordenamiento jurídico autoriza a un sujeto, después de haber cumplido una serie de recaudos de carácter sustancial y formal fijados por éste, para transmitir o facilitarle a otros sus conocimientos, experiencia, creencias y opiniones. Este derecho incluye, desde luego, la posibilidad de fundar, organizar y poner en funcionamiento centros de enseñanza privada. Desde el perfil de los educandos y de los padres de familia cuando los primeros son menores de edad, tienen el derecho de elegir a sus maestros de acuerdo con sus preferencias y expectativas, el que se traduce, preponderantemente, en la opción que poseen de elegir  entre la educación estatal y la privada –y dentro de la última sus múltiples opciones-. Por último, los estudiantes poseen el derecho de aprender que radica en la posibilidad de adquirir los conocimientos, la experiencia, los valores y las convicciones necesarias para el pleno y digno desarrollo de su personalidad, con el único límite razonable derivado de la propia y personal capacidad intelectual y psíquica de cada educando. En nuestro ordenamiento constitucional, el derecho de aprender, por lo menos hasta cierto estadio, se configura, como un poder-deber, dado que, tal y como lo prescribe el artículo 78, párrafo 1°, de nuestra Carta Magna “La educación preescolar y la general básica son obligatorias...”…” SOBRE LA APLICACIÓN DE LA ADECUACIÓN CURRICULAR. Las personas con necesidades educativas especiales tienen una forma particular de aprender, y para garantizar el servicio educativo a esta población ha sido necesario una suerte de acción afirmativa a su favor, lo que potencia el principio constitucional de igualdad de oportunidades garantizado por la Constitución Política en su artículo treinta y tres. Desde esa perspectiva, en el ámbito costarricense se utilizan adecuaciones curriculares técnicamente elaboradas para garantizar la igualdad de oportunidades en materia educativa de conformidad con las necesidades particulares de cada educando. Así, son las Asesorías Regionales en Educación Especial de las Direcciones Regionales de Educación del Ministerio de Educación Pública, las dependencias competentes para determinar el tipo de adecuación que debe otorgarse a cada educando de acuerdo a su propia condición…” Sentencia 1281-14
ARTICULO 169 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…la municipalidad correspondiente no puede otorgar las licencias de expendio de licores de forma irrestricta. Vía legal se le ha impuesto a las corporaciones municipales una serie de parámetros y criterios que inexorablemente deben atender cuando deciden expedir una licencia de ese tipo. Además de restricciones elementales como la observancia a lo establecido en el respectivo plan regulador vigente, el uso de suelo, entre otros, el legislador ordinario se preocupó por determinar expresamente que las municipalidades deberán otorgar estas autorizaciones según criterios de conveniencia, racionalidad, proporcionalidad, razonabilidad, interés superior del menor, riesgo social y desarrollo equilibrado del cantón, así como atendiendo al respeto a la libertad de comercio y del derecho a la salud. Para este Tribunal resulta suficiente la referencia expresa a tal derecho y principio constitucional, ya que constituye un mecanismo coercitivo para que los entes municipales entreguen licencias para expendio de licores solamente cuando se cumplen esos parámetros de constitucionalidad (y demás requisitos de ley)…” Sentencia 11499-13
“…la autonomía normativa implica la capacidad municipal para dictar su propio ordenamiento normativo (entendido esto respecto de los reglamentos autónomos de organización y servicio), pero supeditado a lo que la ley establezca. Esto significa que cada municipalidad es libre para definir los límites y formas en que se prestan sus servicios locales, con sujeción a los parámetros impuestos por la respectiva Ley (en este caso, la número 9047) y los demás principios constitucionales que irradian la autonomía municipal. En este orden de ideas, no resulta inconstitucional que el Transitorio II de la ley en estudio delegue la reglamentación de la nueva Ley de Licores en los entes municipales, toda vez que por medio de este cuerpo legal se regulan competencias y materia de marcada índole local, como la autorización de licencias para el expendio de bebidas con contenido alcohólico en cada uno de los cantones del país. Así las cosas, dado que la materia regulada mediante la Ley Nº 9047 tiene relevancia local, constitucionalmente es posible encomendar a las municipalidades su reglamentación, al amparo de la autonomía normativa que les asiste…” Sentencia 11499-13 

ARTICULO 170 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…MOTIVOS POR LOS CUALES NO HAY UNA INCONSTITUCIONALIDAD POR OMISION. Estamos conciente que han pasado doce años desde que se aprobó la reforma parcial a la Carta Fundamental que introdujo las modificaciones al artículo 170 y un transitorio, mediante Ley n.° 8106 de 3 de junio del 2001, por lo que, atendiendo a un criterio estrictamente temporal, se podría llegar a la conclusión que estamos ante un vicio de inconstitucionalidad por omisión. Empero, desde mi perspectiva, el elemento temporal no es suficiente para arribar a esa conclusión, pues también es necesario adoptar como punto de referencia la complejidad que conlleva el desarrollo legislativo de la reforma constitucional. Nótese que el Derecho de la Constitución (valores, principios y normas) impone no solo el traslado de una suma que no sea inferior a un diez por cierto de los ingresos ordinarios para el año económico correspondiente, sino también el traslado de competencias a las corporaciones municipales. Para el año 2014, si se trasladara la suma máxima, estamos hablando de una suma de 380.000 millones según la certificación de la Contraloría General de la República sobre la efectividad de los ingresos ordinarios para ese periodo fiscal, de conformidad con el artículo 179 constitucional…Por otra parte, en este análisis no podemos dejar de lado que ya se aprobó la ley marco de traslado de competencias a las corporaciones municipales –Ley General de Transferencias de Competencias del Poder Ejecutivo a las Municipalidades, Ley n.° 8801 de 28 de abril del 2010-, lo que evidencia que los Poderes del Estado no han tenido una actitud pasiva en el desarrollo legislativo de la reforma constitucional…En pocas palabras, de  acuerdo con el diseño constitucional de distribución de competencias entre lo nacional y lo local, el Estado no está autorizado para transferir competencias nacionales a los gobiernos locales, salvo que interpretáramos que la reforma constitucional del 2001 modificó la naturaleza de las competencias locales, asignándole no solo las locales, sino también las nacionales, una especie de “municipalización” de las competencias nacionales-, extremo que no se deduce ni de la intención ni del contenido de esa reforma. Nótese que las competencias que han sido atribuidas por el Derecho de la Constitución al Estado no pueden ser transferidas a las municipalidades, tampoco aquellas que son intrínsecamente nacionales, tales como: la política migratoria, y aquellas que defina el legislador, dada su transcendencia y su importancia para la colectividad como un todo…Planteadas así las cosas, el tema que nos ocupa es harto complejo, pues no solo se debe hacer un deslinde de competencias entre lo nacional, lo regional, lo local, lo concurrente, etc., sino que deben de tomarse en cuenta los aspectos técnicos para que la transferencia responda a estándares no solo jurídicos, sino metajurídicos (eficiencia, eficacia, continuidad, etc.)…Por último, y no por ello menos importante, no podemos desconocer que la transferencia de competencia conlleva delicadas y complejas negociaciones políticas y sociales entre los actores políticos y sociales, toda vez que la modificación del status quo no siempre es fácil; máxime en el presente asunto donde la transferencia de competencia conlleva incluso el traslado horizontal de personal, todo lo cual requiere tiempo, con el propósito de encontrar los consensos políticos y sociales que permitan aprobar las leyes especiales que impone el Derecho de la Constitución…” Sentencia 10878-13, 11172-13
ARTICULO 192 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…Sobre esta norma en particular, la Sala ha señalado en reiterados pronunciamientos, que el Instituto Nacional de Seguros, como empresa pública del Estado que es, tiene la potestad de darse su propia organización interna, en virtud de ello, no está sujeto a lo dispuesto en el artículo 192 constitucional y por ello sus trabajadores no están adscritos al Régimen Estatutario del Servicio Civil ni al principio de la estabilidad en el empleo público. En sentencia No. 2008-11920 de las 15:11 horas del 30 de julio de 2008, reiterada recientemente en la No. 2012-4942 de las 15:39 horas del 18 de abril de 2012, este Tribunal resolvió los mismos alegatos planteados por la accionante desestimando las razones de inconstitucionalidad dadas…Este Tribunal, tampoco encuentra razones para variar el criterio sostenido por la Sala en ese sentido, de manera que no resulta inconstitucional que el Instituto Nacional de Seguros, en tanto le es aplicable el régimen de empleo privado, pueda convenir con sus trabajadores en establecer dentro de la Convención Colectiva la posibilidad de despedir sin justa causa a sus empleados en los términos dispuestos por la norma impugnada. En ese contexto, en efecto, no procede hacer alusión a las reglas del debido proceso, precisamente porque el despido regulado en esta norma es “sin justa causa”, o sea, no se le está imputando una conducta al trabajador de la cual deba defenderse y como indemnización, el Instituto está procediendo a pagarle el auxilio de cesantía, tal y como también está regulada esa potestad para el patrono en el Código de Trabajo…” Sentencia 16637-13
ESTIMADO USUARIO (A)

El Centro de Jurisprudencia Constitucional es la oficina dentro de la Sala Constitucional, que le da al usuario atención a sus consultas sobre jurisprudencia de este Tribunal. La atención al usuario, esta ubicada en la Secretaría de la Sala, atendemos también consultas por correo electrónico y por teléfono. Para mantenerlos informados, ponemos a su disposición en nuestra página de Internet,  (dirección www.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional) las siguientes herramientas de información sobre asuntos pendientes y jurisprudencia de la Sala Constitucional: 
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